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3. A 10 anterior hay que adadir que la supuesta irregularidad
cometida por el Partido de Los Verdes, en tanto que irregularidad
estatutaria interna y anterior al proceso electoral propiamente
dicho, no perjudica ni afecta a los derechos de los restantes
partidos, coaliciones o agrupaciones que concurran a las elecciones,
pese a las alegaciones que en tal sentido ha hecho la Confederación
de los Verdes recurrente en amparo. Aduce, en efecto, que de no
aceptarse la impugnación que plantea se permitirla que personas no
legitimadas pudiesen impugnar otras candidaturas y pe¡judicar
indebidamente a quienes han cumplido con la legislación vigente
sobre elecciones y partidos.

Sin embargo tampoco estas alegaciones pueden hacer modificar
las anteriores conclusiones sobre la idoneidad del recurso de
amparo para la impugnación que se pretende. Y ello porque hay
que entender que don Manuel Carlos Gabriel Luengo ha sido
acreditado debidamente como representante de Los Verdes ante la
Junta Electoral Central, extremo que no es debatido por los
recurrentes, que se limitan a discutir su previa designación como
representante. Sin duda la Junta Electoral CentiaJ así lo ha
considerado y ha admitido la validez de todas sus actuaciones.
Quiere esto decir que dicho partido cuenta, como es preceptivo,
con un representante general, y que es indeferente para los demás
partidos y Entidades concurrentes que sea una u otra persona
puesto que, en cualquier caso, siendo designado de acuerdo con lo
preceptuado para cada convocatoria electoral por la WREG (art.
219, Jl..lII'!I las elecciones al Parlamento Europeo) tiene plena
capaCIdad para ejercer todas las acciones que la legislación prevea.
y no puede hacerse derivm: el sup~to perjuicio originado por su
actuación de la posible irregularidad estatutaria previa a su
acreditación como representante de un partido ante la Junta
Electoral Central.

4. Por otra parte hay que tener en cuenta que, como este
Tribunal ha reiterado en anteriores resoluciones, el recurso de
amparo electoral sigue siendo, pese a estar previsto en la Ley
Electoral, un recurso de amparo en el que sólo pueden hacerse valer
las presuntas violaciones de los derechos fundamentales supuesta·
mente vulnerados que, por la propia naturaleza del procedimiento
electoral en el que se inserta, serán en principio los reconocidos en
el art. 23 de la Constitución.

Se comprueba entonces, a la luz de las consideraciones hechas
en los anteriores fundamentos jurídicos, que el objeto pretendido
con el presente recurso carece de cualquier relevancia constitucio­
nal y no es materia propia de un recurso de amparo. No puede
existir vulneración de derechos constitucionales como consecuen·
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La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, compuesta por
doña Gloria Begué Cantón, Presidenta; don Angel Latorre Segura,
don Fernando García·Mon y González-Regueral, don Carlos de la
Vega Benayas, don Jesús Leguina Villa y don Luis López Guerra,
Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENOA

En el recurso de amparo núm. 569{1986, promovido por don
Pedro Aguña Smith, representado por el Procurador don León
Carlos Alvarez Alvarez y ~o la dirección del Letrado don
Salvador Smith Jiménez, contra providencias de la Magistratura de
Trabajo núm. 14 de Madrid, de 18 de marzo y 19 de abril de 1986
así como contra el Auto de la misma Magistratura de 7 de marzó
de 1986. Ha comparecido el Ministerio Fiscal, y ha sido Ponente
el Magistrado don Carlos de la Vep Benayas, quien expresa el
parecer de la Sala.

l. ANTECEDENTES

1. Don León Carlos A1varez A1varez, Procurador de los
Tribunales, en nombre y representación de don Pedro Aguña
Smith, interpone recurso de amparo, por escrito ~strado en este
Tribunal el dia 28 de mayo de 1986, que se dirige contra las
providencias de la Magistratura de Tra~o nÓm. 14 de Madrid de
18 de marzo y 19 de aoril de 1986, así como contra el Auto de la
misma Magistratura de 7 de marzo de 1986. Entiende el recurrente
que las resoluciones impugnadas vulneran el art. 24 c.E., con los
fundamentos de hecho y de Derecho que a continuación se
relacionan:

cia de la posible vulneración de la leplidad por parte de otra
candidatura, puesto que no tiene cabida en los derechos constitu·
cíonales accionables en amparo el derecho al cumplimiento de la
legalidad por parte de terceros. Tanto más cuanto que, como ya se
ha dicho, las supuestas irregularidades cometidas por el partido de
Los Verdes son ajenas al propio proceso electoral y en modo alguno
han perjudicado los derechos fundamentales del partido recurrente
en amparo.

5. En cuanto a las concretas alepciones constitucionales
efectuadas en el recurso de amparo son todas ellas carentes de la
menor consistencia. En lo que se refiere a los arts. 6 y 9.3 de la
Constitución por cuanto en ellos no se recogen derechos acciona.
bIes en amparo, sin perjuicio de su COñsideración por parte de este
Tribunal en la siempre obJisada interpretación sistemática de la
Constitución. Respecto a la alegación del art. 14 C.E., no puede
aducirse vulneración alguna del mismo por parte de la Audiencia
Territorial, por cuanto aun si se admitiera que el representante de
Los Verdes había actuado fuera de la Ley, tal actuación no tiene
incidencia alguna sobre el ámbito de derechos e intereses legítimos
del recurrente ni éste ha sido en modo alguno discriminado en la
aplicación de la legalidad vigente.

Por último, en cuanto a la invocación del arto 24.1, es
manifiestamente improcedenterEso a la actuación de la Junta
Electoral Central a la que no a en ningún caso achacársele
denegación de tutela judicial. carece de todo fundamento en lo
que respecta a la decisión de la Audiencia Territorial, que considera
de manera razonada que la pretensión deducida ante ella es ajena
a! procedimiento empleado y expone las consideraciones que
evidencian la inviabilidad de su pretensión.

FALLO
En atención a todo lo ellPuesto, el Tribunal Constitucional,

POR LA AUTORIDAD QUE J,.E CONFIERE LA CONSTlTU­
OON DE LA NAOON ESPANOLA,

Ha decidido:

Desestimar el presente recurso de amparo.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del Estado».
Dada en Madrid a veintiuno de maro de mil novecientos

ochenta y siete.-Francisco Tomás y Vahente.-Francisco Rubio
Uorente.-Luis Diez·Picazo y Ponce de I.eón.-Antonio Truyol
Serra.-Eu~enio Dial Eimil.-Miguel Rodrlguez·Piñero y Bravo­
Ferrer.-F1I1Illldos y rubricados.

Don Pedro Aguña Smith fue demandado por una empleada
suya, doña María Elena Baratas Gaitán, por despido sucedido el 16
de septiembre de 1985, siendo declarado improcedente por la
Magistratura de Trabajo núm. 14 de Madrid por Sentencia de 29
de enero de 1986. En el fallo de la Sentencia se condenaba a la
Empresa, a su elección, a readmitir a la trabajadora o a abonarle
una indemnización de 95.246 pesetas, con pago en todo caso de Jos
«salarios dejados de percibir desde la fecha del despido hasta que
se notifique esta Sentencia a la demandada». La notificación tuvo
lusar el día 14 de febrero de 1986.

Habiéndose optado en tiempo y forma por el abono de la
indemnización, y no abonándose ésta, la trabajadora solicita la
ejecución forzosa de la Sentencia. Por Auto de 7 de marzo de 1986,
la Magistratura acuerda iniciar el procedimiento de ejecución, para
cubrir la cantidad de 356.008 pesetas, como principal, más 60.000
pesetas de costas (la referida cifra se desglosa como sigue -tal como
se solicitó por la trabajadora-: 95.246 pesetas de indemnización y
260.762 pesetas de salarios de tramitación).

Por escrito de 17 de marzo de 1986, el hoy demandante de
amparo interpone recurso de reposición contra el referido Auto. El
recurso se fundamenta en la excesiva cuantía por la que se va a
ejecutar, porque a su entender la deuda que debe abonar es inferior
«de acuerdo con el arto 56.5 del Estatuto de los Trabajadores, que
limita al abono de sólo dos meses o sesenta dlas la responsabilidad
del empresario, corriendo el resto a cargo del Estado, según
establece el Real Decreto 924{1982, de 17 de abril, sobre reclama­
ción a! Estado por los salarios de tramitación de juicios», reha·
ciendo las operaciones y concluyendo que la cantidad que corres·
ponde abonar es de 239.218 pesetas (resultado de sumar la
mdemnización de 95.246 pesetas más los salarios de tramitación
correspondiente a sesenta dlas, 143.972 pesetas). La MlWstratura
dicta providencia el 18 de marzo de 1996, cuyo conten1do es el
siguiente: «Por dada cuenta, y no cumpliéndose los requisitos
establecidos en el arto 376 de la L.E.e. al no citar la disposición de
la Ley que ha sido infringida, no ha lugar a proveer».

l~'lerpuesto por la parte recurso de reposición contra la referida
proVidenCIa, se hace constar que en el escrito por el que se
mterpuso se mencionaron adecuadamente el art. 56.5 E.T. Yel Real



18 Martes 9 junio 1987 BOE núm. 137. Suplemento

Decreto 924/1982, dc 17 de abril. Alegada también la posible
violación del art. 24 e.E.

Por providencia de 19 de abril de 1986, acuerda la Magistratura
quc «no cabiendo recurso contra la providencia dictada por no
cumplir el recurso presentado los requisitos establecidos en el arto
376 L.E.e. no ha lugar a proveer. Contra la presente providencia
no cabe recurso alguno».

Estima el recurrente que las resoluciones impugandas vulncran
el art. 24 e.E. po.rque la Magistratura no ha e~trado a conocer del
recurso de reposlclóD, yse-ha acgado a tram1tarlo alCP.Ildo una
causa inexistente -no alepr el precepto Ic¡al que ha Sido infrin­
gido-, dado quc la parte sí citó en apoyo de su tesis los arts. 56.5
E.T. y concordantes del Real DecMo 924/1982, de 17 de abril.

Además, en su Auto de 7 de marzo dc 1986, la Magistratura se
ha ncgado a aplicar el art. 56.5 E.T., aumentando inadecuadamcnte
las indcmnizaciones que ha de abonar cl hoy recurrente.

Por todo lo anterior, se solicita del Tnbunal que dicte Sentencia
en la que, otorgando cl amparo quc se pide, se declare la nulidad
del Auto dc 7 de mano de 1986, así como dc las providencias
impupll!das. reformándose el citado Auto cn cl sentido de fijar cl
principal cn 239.218 pesetas, y no cn 356.008 pesetas, declarando
nula la diferencia.

Por otrosí solicita la suspensión de la cjecución de la resolución
impugnada pues, dc otro modo, podría perder su finalidad el
amparo QUC cvcntualmente se otorgase.

2. Por providcncia de II de junio de 1986, la Sección acucrda
tener por interpuesto recurso de amparo por don Pedro Agufta
Smith y por personado y parte cn nombre y representación del
mismo al Procuardor señor Alvarez Alvarez. Asimismo, se concede
un plazo de diez días al solicitante del amparo para quc dentro de
dicho término acredite la fecha de notificación de la providencia de
19 de abril último dictada por la Magistratura de Trabajo núm. 14
de Madrid. a cfectos de com~robar el cumplimiento dcl plazo
previsto en cl art. 45.2 en relación con el art. SO.l a) de la LOTC.

3. Por nueva providencia de 23 de julio de 1986, la Sección
acuerda tener por recibidos los escritos y documentos presentados
por la parte solicitante del amparo; y conceder un plazo común de
diez días al Ministerio Fiscal y al recurrente en amparo para que
aleguen lo procedente sobre cl motivo de ¡nadmisión consistente cn
carecer la demanda manifiestamente de contenido que justifique
una decisión por parte de este Tnllunal Constitucional, conforme
previene cl arto 50.2 b) de la LOTe.

4. El Fiscal, en escrito de 12 de agosto de 1986, se opone a la
admisión del recurso y al~a quc la demanda de amparo censura en
primer término al Auto dictado en ejecución de Sentencia el 7 dc
marzo dc 1986 la vulneración dcl derecho a la tutela judicial
efectiva consagrada en el arto 24.1 de la e.E. Centra tal censura en
que no ha cumplido lo quc establece el art. 56.5 dcl Estatuto de los
Trabajadores para fijar el punto de la indemnización por despido,
pero estima quc esta argumentación no puede prosperar, por
cuanto lo que pretcnde es que el Tribunal Constitucional valore
interpretativamente en nueva instancia lo que hizo el Magistrado
de Trabajo, aunque lo que hiciese con cá1culo erróneo, en uso dc
la cxclusiva atribución constitucional que determina el art. 117.3 de
la C.E.

Añade que la demanda imputa idénticamentc violación consti­
tucional a las providcncias de 19 dc mano de 1986, al inadmitir el
recurso de reposición interpuesto contra cl citado Auto de 7 dc
mano de 1986 y contra la de 19 de abril de 1986 que inadmitió el
recurso de reposición contra la anterior ~videnciade inadmisióD,
porque no se citaba la disposición de la Ley que ha sido infringida.

Pero la inadmisión del recurso .se reposiciÓD, interpretando la
normativa aplicable, no se ha efectuado con criterios formalistas ni
eocrvantes, ni tampoco se interpretan fonnalistamente los arts. 376
y 380 de la L.E.C., que cxpresan terminantemente que los Autos (y
por analogía las providencias) que resuelvan (y por analogía
inadmitan) los recursoa de reposición -U imcurribles.

5. DoI1 León Carlos Alvarez Alvarez, Procurador de los
Tn"bunales y de don Pedro AguiIa Smith, alClP': que la M.a¡istratura
de Trabajo de instancia se ha nepdo a considerar y a fallar sobre
la aplicación (bien fuete-en sentido favorable • esta parte o
desfavorUie) del art. 56.5.J1d Estatuto de loa TrabajadoRs y del
Real Decreto 924/1982, que mandan al Estado pap:r los salarios de
tramitación que cxcedan de _ta días deIde la ínterpoailD de
la demanda hasta la _teoeia.

Añade que es c1afo que el art. 56.S del E.T. se ba prI)IDUIpdo
como prantia hutdica l':r que de la tanIaIIZa, a veces, de loa
0rpniSm0s Juilicia1e5 botales perjudique a 101 condenadoa al
pa¡o de los salarios de tramilllcióll y pera que el trabIúador ea un
plazo prudencial teIIP defiDida su situaci6n labom1 con la Emprea
y con las coD!ipientcs resultas de la~ Social, pero CIl el
presente caso la Magistratura de Trabajo de insCanci. lo ignora
totalmente.

Termina con la súplica de admisiÓD y Sentencia estimando la
demanda, solicitando por medio de otrosí, de conformidad con el

art. 56 de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional, acucrde la
suspensión del acto que se impugna.

6. Por Auto de 15 de octubre de 1986, se acordó la admisión
a trámite dc la demanda. Y por nuevo Auto de 5 de noviembre de
1986, se acuerda la suspensión de la cjecución dc la resolución
recurrida, mediante prestación dc la fianza, a juicio del órgano
judicial cjecutor.

7. Por providencia de 3 de diciembre de 1986, la Sección
acuerda tener por recibido cl testimonio de actuaciones remitido
por la Magistratura de Trabajo núm. 14 de Madrid. Y CIl virtud de
lo dis~ucstoen el arto 52.1 dc la LOTe, se concede un plazo oomún
de VClOte dias al Ministerio Fiscal y al recurrente, para que, con
vista de las actuaciones, formulen las alegaciones que estimcn
pertinentes.

8. El Fiscal alep que la primera cuestión que plantea la
demanda es si la aplicación de lo dispuesto en el art. 56.5 del
Estatuto de los Trabajadores queda o no a la discreción del
Tribunal. A su juicio. la no aplicación de tal preocpto por el
Magistrado de Trabajo nÚlO. 14 de Madrid suponc la vulneración
del derecho a la tutela judicial cfectiva consagrado en el art. 24.1
de la ConstitucióD, pero en este aspecto la demanda no puede
estimarse, ya que el recurrente ha obtenido dos resoluciones
jurídicas dependientes entre sí: La Sentencia y el Auto de ejecución
de la misma. Una y otra resoluciones han fundamcntado, con
mayor o mcnor acierto, en derecho el contenido de las mismas. La
fijación del abono dc las percepciones a Q.ue tenía derecho la
trabajadora se ha fijado cn una y otra resolUCIón. La no aplicabili­
dad de lo dispuesto cn el art. 56.5 del Estatuto de los Trabajadores
al sUp'ucsto enjuiciado pudo ser un olvido del Juzgador o una
decisión meditada al interpretar tal precepto, pero ni CIl uno ni en
el otro supuesto ello adquiere relcvancia constitucional.
Rcs~o dc la tutela judicial efectiva por cuanto como con

reiteraclón ha venido proclamando el Tribunal Constitucional
eSTC 108/1985) este derecho consa¡rado cn el art. 24.1 dc la
Constitución supone el libre acceso al proceso y en su seno al
sistema de recursos, y el de obtener una respuesta fundada en
Derecho. sin que pueda debatirse en amparo tal fundamClltación,
ya que no es miSIón del Tribunal la corrección de errores CIl la
aplicación de las normas o el debate interpretativo sobre las
mismas. Ello queda reservado cn cxclusividad a la jurisdicción
ordinaria de acuerdo con lo preceptuado en el art. 117.3 de la
Constitución. La primera de las peticiones contenidas en cl suplico
dc la demanda aclara las intenCiones cn este punto del recurrente.
«1.0 Reformar cl citado asunto de 7 de mano de 1986, cn el
sentido de quc se fije el principal en 239.218 pesetas, en lugar de
356.008 pesetas, declarando nula en Derecho la difcrencia». Ello
suponc ni más ni menos intcresar del Tribunal Constitucional un
pronunciamiento sobre el fondo del asunto, suplantando la deci­
sión dcl Juzgador ordinario sobre una cuestión que es dc mera
legalidad y por cllo proscrita cn esta vla de amparo.

En cuanto al otro aspecto del recurso, relattvo a la privación
arbitraria del acceso al SIstema de recursos, con infracción del arto
24.1 de la Constitución, dice el Fiscal Q.ue cl Tribunal Constitucio­
nal ha venido declarando que una decisión judicial que inadmita
un recurso no supone sin más la vulneración del derecho a la tutela
judicial efectiva regulado en cl art. 24.1 e.E., sino que para que la
vulneración se produzca es imprescindible que la interpretación
que haga cl órgano judicial del requisito procesal que veda cl acceso
al recurso pertincnte suponga una interpretaCión cnervante o
formalista del requisito.

Para detcrminar ello, cl Fiscal analiza el sentido de la Ley, c
indica que ésta, al regular el recurso de reposición, se refiere sólo
a las providencias cn su arto 376: «Contra las providencias quc
dicten los Jueces de Primera Instancia no se dará otro recurso que
el dc reposición, sin perjuicio del cual se llcvará a efecto la
providencia». Como las providencias deciden en realidad cuestio­
nes de mera tramitación, la exigencia de la cita del precepto de la
Ley de Elliuiciamiento Civil que hace el art. 377 es adtx:nada y
1óIica. De no citar la infracción procesal que justifica el recurso,
éste no tiene sentido. Por cI10 su cxipC18 en este contexto es
csenciaI y CIl modo alguno puede estimarse como enervante y
formalista. Pero en el contexto dc la Ley de Procedimieato Laboral
tal cxigencia debe interpretarse de otra forma. En cl procedimiento
laboral el recurso de repoliciÓl1 puede interponcrse tanto contra las
providencias como contra los ÁntoI (an. 151). Cuando se ínter­
poDe, como en el supuesto de utas, contra Autos, a la~ de
1aa fonualidaMo debe ailadirse la de los preceptol 'lIS"nna1el que
10 eoDenden infriD¡idoa o inaplialdol

En el preeente c;aso el recurreIIlIl ICÍIOI' Aauila SmitIl recurrió
CClIltra el Auto dictado ea ejecllci6. de Senteoaa por eateDder
in.p!icado el art. S6.S del Eltaluto de 101 TrabIüadorea. Freu.te a
ello obtuvo una lX'OVideDcia ea la que se inadmitió el recurso
alepndo razones ile fomta1idad procesa1, que DO se dehatfall ea c1
Auto recurrido. Tal resolución interpretó. pues. el art. 377 de la Ley
de Enjuiciamicnto Civil de forma enervante y formalista aisléndolo
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de su co~te~to sistemático y vulnerando por tanto el ano 24.1 de
la Constitución.
. ror ello, termina el Fiscal, se debe conceder el amparo, pero
hmltándol~ en cuanto a ~us efectos a ordenar al Magistrado de
Trabajo numo 14 de Madrid que admita el recurso de reposición y
se pronuncie sobre los extremos en él argumentados.

.9. Don León Carlos Alvarez Alvarez, Procurador de los
Tnbunales y del recurre.ntc: «:n amparo don Pedro Aguda Smilh,
reitera los fun~mentos jundlcos de su demanda y las alegaciones
que ya hiZO, aSI como ~u petición de amparo.

lO. Por provldl!ncla de 13 de mayo de 1987, se señaló para
deliberaCión y votación del recurso el día 20 del mismo mes y año.

11. FUNDAMENTOS JURIDICOS
l. El presente recurso de amparo se basa fundamentalmente

en la vulneración del ano 24 e.E., reprochada a la Magistratura de
Trabaja, por negarse ésta a la admisión 't trámite del recurso de
reposición (151 L.P.L.) que el recurrente Interpuso contra el Auto
de 7 de marzo de 1986, que decretó la via de apremio contra él por
la sum~ de 356.008 pesetas, más 60.000 pesetas para co'stas.
Entendla el recurrente, y así lo razonaba en su escrito de reposición
lll)-te el.MaJis~rado, que el Auto se excedía en la suma calculada y
fijada, Infrúlgiéndose el ano 56.5 del Estatuto de los Trabajadores
y el Real Decreto 924/1982, de 17 de abril, según los cuales el
abono de salarios de tramitación corresponden al Estado en cuanto
exceda s~ c~mputo de sesenta días, como así era el caso, por lo que
el requenmlento al recurrente para el abono de cantidad por aquel
concepto sólo podía alcanzar la suma de 239.218 pesetas.

Como se ha indicado, la Magistratura, por providencía de 18 de
marzo d~ ~ 986, acuerda no haber lugar a proveer por no cumplirse
I~ reqll:lSltOS del ano 376 de la L.E.e., es decir no citarse la
dispoSICIón de Ley que hubiera sido infringida. Rec~rrrida también
esta providencia en reposición -insistiendo en la cita de los
Ilrecepto~ antes indicados, y con alusión al ano 24 de la e.E.- pero
SIn tra~l1tarse tampoco el recurso, recayó la segunda providencia
ahora Impugnada, con la misma ratio de la primera: No ha lugar
a.proveer por incumplimiento del an. 376 L.E.C., con la adverten­
Clll de no caber ya recurso alguno.

Es este, como se ha dicho, el aspecto esencial del recurso. Pero
tambié,:,-, y alegando indefensión, se impugna el Auto ejecutorio de
la Magistratura de 7. de .marzo de 1986, sosteniéndose que dicho
Auto se negó a la aplieaetón del ano 56.5 E.T., cuando lo que debió
hace! fue seguir sus dictados y apremiar exclusivamente por la
cal!U~ que al recurrente, como empresa, le correspondia. Por eso
soliCIta de este TnbunaJ Constitucional que reforme dicho Auto en
el sentido de fijar la cantidad en 239.218 pesetas Y no en la de
356.008 pesetas. Dado su carácter, es esta pretensión de amparo la
que en primer lugar ~y 9ue ~solver.. .

2. Es c~ra la nula InCldenclll constitucional de esta pretensión.
~ q~e ~ mtenta es que este Tribunal revise la aplicación o
InaplicaCIón de una norma por la jurisdición ordinaria, es decir si
se han.dado las circunstancias concretas o el supuesto de h~ho
determinante -tras su aprecíación- de la atribución al Estado de la
carga de abonar los salarios de tramitación que excedan de sesenta
~ habiles desde la presentación de la demanda hasta la notifica­
c!ón de la Sentencia. Pero es obvio que la aplicación del precepto
Citado -el 56.5.E.T.- es función exclusiva (117.3 e.E.) del Magis­
trado ~e ~rabajo, dentro del margen que las Leyes autorizan para
la aplicación del Derecho. Al Tribunal Constitucional le está
vedada la entrada en el conocimiento de los hechos [ano 44.1 b)
LOTq en su !l~ta tranSl7l1d.encia jurisdiccional ordinaria, y sólo
cabria una revtslón constltuClonal -<:amo la que aquí se pretende­
cuando. la resolución judicial in toto vulnerase algún derecho
susceptible de amparo de aquel orden, lo que cienamente no ocurre
en el caso, en el C11lI1 el Auto de Magistratura decidió en el sentido
!la .~tisfactoril;l.para el recurrente, pero dando una respuesta
Judicial a la petición de la plI!te que instó la ejecución contra la cual
el aquí ( y en aquel trámite) recurrente intentó su reforma con la
reposici~n inte!'Pu.esta y no tramitada por la negativa judicial que
es ~I. objeto pnnclpal del amparo, como se ha dicho. Por ello la
revtslón del Auto en esta vía constitucional es en un todo
Improc«:dente, pues que equívaldria a IUstituir a la jurisdición en
la cuestión de legalidad ordinaria que late en el tan repetido Auto.
No hay, pues, indefensión en el sentido del ano 24.1 de la e.E. y
en este aspecto el recurso debe desestimarse.

3. Es otro el caso de las vulneraciones que se denuncian,
causadas, según se afirma, por las providencias de 18 de marzo y
19 d~ ~bril de 1986, que se negaron a tramitar el recurso de
repostqón contra aquel Auto por una causa inexistente.

Silbido es que, según este T.C. ha declarado en númerosas
ocasl(~nes (por todas! STC;: 3/198~, de 25 de enero}..no existe en
matena laboral la extgencla constitucional de una dOble instancia
~ q!le, por .ello, no s«: viola la Constitución C11lIndo el legislador
limita, en dicha matena, los recursos en un determinado caso. Pero
también es doctrina reiterada que, una vez reconocido legalmente

la pre-:isión. de un recurso, el acceso a él se inc0'l??ra al derecho de
tutela JudiCial efectiva (an. 24 e.E.) con la posíbilidad de poder ser
violado el mismo C11lIndo se impida dicho acceso por causas no
razonables o arbitrarias.

En las providencias que se impugnan como lesivas de aquel
derecho,. se afirma como fundamento de la inadmisibilidad del
recurso mterpuesto contra el Auto, que la pane no citaba en su
escnto el precepto legal infringido, requisito que exije el ano 376 (en
realidad es el 377) de la L.E.e. Dice, en efecto, el ano 377 de la
L.E.e., que «el recurso de reposición deberá interponerse dentro
del .ter~er día y citarse la disposición Ae esta Ley que haya sido
mfnngtda. SI no se llenaran estos dos requisitos el Juez declarará
~e .plano y sin ulterior rec~rso no haber lugar a proveer». Esto
ultimo es lo que hIZO la Magistratura de Trabajo como respuesta al
recurso de reposición que autoriza el ano 151 de la L.P.L. «contra
las providencias. y Autos que d~cten los Magistrados de Trabajo».
Es d:clr, el Maglstra~o entendlo, al resolver así, que el recurrente
debla citar en su escnto los preceplos de la Ley de Enjuiciamiento
Civil que se estimaran infringidos, pero no los de fondo de la Le)
Laboral que se citaban efectivamente.

Es esta interpretación, y consiguiente aplicación de la Ley la
que. sí tiene trans.cendencia constitucional, porque de ella depende,
segun sea o no ngur.osamente formal el! ca~ caso, la posibilidad
para la parte de ejercitar el derecho constitucionalmente reconocido
(an. 24.1 e.E.). Si la interpretación del requísito procesal no se
acomoda a la finalidad perseguída por el mismo, hasta el punto de
que .con ello desaparezca la proporcionalidad entre lo que el
requIsito dl.ce y el fin que pretende, olvidando su lógica y razonable
concatenaCión, con preferencia de su estricta literalidad, es claro
que el .dl!recho fundal1!ent;a1. se ve~ restringido o anul~do y con ello
la poSibilidad de su ejerCIcIo, poSlbllidad~ y en defimtiva eficacia,
que es lo que la e.E. propugna (<<tutela e ecliva», dice el ano 24.1),
en el sentido de que todas las normas an de interpretarse en el
sentido más favorable para la satisfacción del derecho.

4. De la lectura de los arts. 376 y 377 de la L.E.e. que se
refieren al recurso de reposición, se desprende que están regulando
un recurso procesal e incluso en términos más estrictos «procedi­
mentab>, es decir, procesal adjetivo, de mero trámite, según la
termmología al uso. «Contra las providencias que dicten los Jueces
de Primera Instancia no se dará otro recurso ,\ue el de l'f!POSición
sin perjuicio del cual se llevará a efecto la prOVidencia», dice el an:
376. Ya se ha transcrito el contenido del arto 377. Ambos, en efecto,
se refieren sólo a providencias, carentes, como se sabe de funda­
mentación, y dirigidas normalmente al desarrollo del procedi­
miento. Consecuentemente, las posibles infracciones en las que
pueden incurrir estas providencias serán también de aquel carácter
y por ello, como con acierto dice el Ministerio Fiscal, es lógico y
~!!VUente que el recurso haya de citar la norma supuestamente
mfringida de naturaleza procesal y que ello conviena la exigencia
de su cita tambíén en lógica y normal, sin que ello suponga
formalismo riguroso, sino ntás bien una necesidad para el Juez, que
así podrá ser congruente con el pelilum del recurso.

Otra cosa es que la resolución judicial tenga un contenido
sustantivo, incluso aunque tenll!' forma de providencia, si bien no
sea eso lo normal. Es el contemdo en todo caso, y no sólo la forma,
el que debe ser determinante de las infracciones que en el recurso
se denuncien, Cabe por ello impugnar por razones de forma y de
fondo una misma resolución, en cuyo último caso se convierte en
inútil la cita de precepto procesal, tampoco infringido o no
cuestIOnado.

Pero la peculiaridad del proceso laboral obliga a precisár y a
matizar aún más las consideraciones anteriores. La Ley procesal .;~
ese. orden no distingue como la Ley procesal civil, y autoriza,
umficándolo, el recurso de reposición tanto contra las providencias
como contra los Autos (an. 151). Ello mismo obliga, por tanto a
no referir exclusivamente el recurso al sistema pensado (a 'la
«finalidad») por la L.E.e..para las providencias procesales y a no
eXIgtr en todo caso la CIta de un precepto procesal infringido
cuando bien la providencia -por excepción- bien con mayor razón
el Auto resuelvan o se pronuncien sobre cuestiones de orden
sustantivo o material.

Este es el supuesto del presente recurso de amparo, en el cual
el Auto contra el C11lII se recurrió infructuosamente en reposición
no constituía ordenanza procedimental, sino la apertura de la vla
de apremIO por una suma determinada, materia esta última del
recurso de reposición y en el C11lI1, para fundarlo, se citaba el
pertmente ano del E.T. (56.5) y el Real Decreto 924/1982, normas
que, para el recurrente, habían sido indebidamente aplicadas por el
Auto recurrido.

La exigencia, pues, de las providencias que imponían la cita de
una norma procesal no cuestionada para admitir la reposición a
trámite, no aparece congruente con el sentido y finalidad del
recurso dirigido contra el Auto de ejecución de Sentencia, a lo que
autoriza el ano 151 de la L.P.L., y en ese aspecto aquellas
resoluciones inciden de modo injustificado en el ejerciCIO del
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derecho constitucional al recurso, entendido como parte integrante
del acceso a la tutela judicial efectiva. sin que en ningún caso pueda
producirse indefensión, según dice el art 24.1 C.E., norma esta que
ha sido vulnerada en el caso.

Admitida esta parte del recurso es claro que el contenido del
fallo se ha de referir sólo a él, denegándose la petición a la que se
alude y se estudia en el fundamento primero.

FALLO
En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional,

POR LA AUTORIDAD OlTE J.E CONFIERE LA CONSTlTU­
CION DE LA NAOON E~PANOLA,

Ha decidido:
Estimar parcialmente el recurso de amparo solicitado por don

Pedro Aguña Smith, y, en su virtud:

Silla Primera. Recurso de amparo número 651/1987.
Sentem:ia número 70/1987; de 23 de mayo.

la Sala Primera del Tribunal Constitucional compuesta por don
Francisco Tomás y Valiente, don Francisco Rubio Uorente, don
Luis Diez-Picazo y Ponce de León, don Antonio Truyol Serra, don
Eugenio Díaz Eimil Y don Miguel Rodriguez-Piñero y Bravo­
Ferrer, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEl REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo electoral núm. 6S111987, interpuesto
por la Federación de partidos de Alianza Popular representada por
el Procurador don Argimiro Vázquez GuilIén con dirección de
Abogado, contra el acuerdo de proclamación de la candidatura del
Grupo de Electores Independientes de Soto del Real para las
elecciones convocadas a dicho municipio de la provincia de
Madrid.

Ha sido parte el Ministerio FIscal.
Ha sido Ponente el Magistrado don Luis Diez-Picazo y Ponce

de León, quien expresa el parecer de la Sala.

I. ANTECEDENTES

1. El día 19 de mayo pasado tuvo entrada en este Tribunal, un
escrito remitido por el Juzllado de Guardia de Madrid ante el que
se había presentado el dfa 18 anterior, mediante el cual se formula
demanda de amparo en la que se exponen, sustaDcia1mente, los
siguientes hechos:

a) En el «Boletín Oficial de la Comunidad de MadridJo, del día
6 de mayo de 1987, se publicó la lista del Grupo de Electores
Independientes de Soto del Real encabezada por don Jesús Antonio
Palomino Olmos.

b) Las firmas que avalaban dicha candidatura fueron diligen­
ciadas por el Secretario del Ayuntamiento el S de mayo, es decir,
al día siguiente del plazo de presentación de las candidaturas.
Acompaña a la demanda copia de la certificación del Secretario del
Ayuntamiento cuyo original afirma hallarse en los autos del recurso
contencioso que se dirá.

c) Contra el acuerdo de ~lamación inte~ el deman­
dante recurso contencioso-admmistrativo que ha Sldo desestimado
por la Sala Segunda de dicha Jurisdicción de la Audiencia Territo­
rial de Madrid por Sentencia de 16 de mayo pasado.

Alep la representación demandante de amparo que la Audien­
cia ha mcurrido en el error de considerar subsanable una deficien­
cia que es sustancial. Así, razona. el art. 46.8 ~ relación con el
187.3 de la Ley Electoral establece claramente que las candidaturas
presentadas por agrupaciones de electores deben ir acompañadas de
las firmas que las avalan y-éstas deben ser autentificadas por un
Notario o el Secretario del Ayuntamiento; de tal manera que si no
se cumplen estos requisitos no deben ser proclamadas porque son
indi~bles para poder presentarlas, Y. en consecuencia, d
referido aval telÚll que haberse concedido antes de las veinticuatro
horu del día 4 de mayo. El representante de la demandante hizo
en su dfa la salvedad de tal irreRu\aridad ante la Junta Electoral de
Zona. y, sin embargo, la candi3atura impugnada fue proclamada.

Concluye sup1icando que se dicte Sentencia declarando que no
debe ser proclamada la candidatura del Grupo Elector Indepen­
diente de Soto del Real encabezada por don Jesús Antonio
Palominos Olmos.

2. Por di1i&encia de ordenación de 19 de mayo se acordó
entregar copia de la demanda de amparo, y de los documentos a

1.o Anular las providencias de 18 de mano y 19 de abril de
1986 de la Magistratura de Trabajo núm. 14 de Madrid, dictadas
en ejecución de Sentencia en proceso 1.398/198S.

1.o Disponer que por dicha Magistratura de T~o se pro­
ceda a tramltar el recurso de reposición que por la parte recurrente
se intell'uso contra su Auto de 7 de mano de 1986 y que fue
inadmitldo por las citadas providencias.

3.o DeSestimar el recurso en todo lo demás.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del Estado».

Dada en Madrid, a veintidós de mayo de mil novecientos
ochenta y siete.-Gloria Begué Cantón.-Angel Latorre
Segura.-Femando Garda-Mon y. González-Regueral.-Carlos de la
Vega Benayas.-JesÚs le¡uina Villa.-Luis López Guerra.-Firmados
y rubricados.

ella acompañados, al Ministerio FIscal para que en el plazo de un
día pudiese formular las alegaciones procedentes, habiáldolas
presentado efectivamente dicho Ministerio en el plazo otorgado.
~ eU~ su~ya !lile en la~ ni se cita nin¡l1n~

CODstttuc1onal m se Invoca la vulneractón de derecho constítuc1o­
na! alJuno, lo que responde a la equivocada concepción que la
orgamzación recurrente tiene sobre la naturaleza del recurso
introducido en el art. 49.3 de la Ley E1ectoraI, concibiéndolo como
una instancia más del contencioso electoraL En consecuencia
interesa la desestimación del recurso o incluso la inadmisiÓD del
mismo o hasta la declaración de incompetencia prevista por el arto
4.2 de la ley Orgánica de este Tribwta\. En todo caso seria
manifiesta la ausencia de contenido constitucional no tanto por
falta de invocación de derecho constitucional al~ como porque
la pretensión de que DO se admita a otra candidatura es lijena al
contenido del art. 23.2 de la Constitución.

n. FUNDAMENTOS JURIDICOS
Unico.-EI recurso de amparo electoral, previsto y reau\ado por

el art. 49.3 de la ley Orgánica del Régimen Electoral General, es,
con palabras de nuestra Sentencia 71/1986, de 31 de mayo, «una
modalidad específica del recurso de amparo contra acto. atinentes
a la proclamación de candidaturas electorales, (que) no ha alterado
ni podia alterar la naturaleza de un recurso que (...) no es disponible
para el legislador». Como tal recurso de amparo ha de diri¡irse por
tanto contra ~ntas vulneraciones de derechos constitucionales
de que sean tltulares los recurrentes; derechos que habrán de estar
englobados en el conjunto que delimita el art. S3.2 de la Constitu­
ción.

la demanda formulada por la Federación de Partidos de
Alianza Popular se I?lantea, sin embarao, como una segunda
instancia del contenCioso electoral, formulando una pretensión
relativa a la regularidad del procedimiento de proclamación de
candidaturas. Oc ahí deriva que, como indica con razón el
Ministerio FIscal, en toda la demanda no haya ni la menor
referencia a presuntas vulneraciones de derechos fundamentales.

la federación recurrente pretende que se anule la J)lOC\amación
de la candidatura del Grupo Elector Independiente de"Soto del Real
por haber acreditado las firmas que la avalan al día siguiente de
haber concluido el plazo. Es obVIO que esta pretensión no puede
considerarse amparada en ningún derecho fundamental de los
recurrentes. No se aduce en efecto la violación por parte de la Junta
Electoral ni de la Audiencia Territorial de nin¡ún derecho constitu­
cional sino de una norma legal cuya infracción si existió, no afectó
a los derechos fundamenales de la recurrente. Por eOo, las eventua­
les irregularidades cometidas en la proclamación de candidaturas y
de subsanación admitida como tal por la administración electoral
o, en su caso, por la jurisdicción contencioao-administraliva, no
pueden fundamentar por sí mismas UD recurso de amparo electoral.

Todo lo anterior Ueva necesariamente, a la desestimaciÓD del
presente recurso de amparo.

FALLO

En atención a todo 10 expuesto, d Tribunal Constitucional, por
la autoridad que le confiere la Constitución de la NaciÓD Española

Ha decidido:
Desestimar d presente rec:urso de amparo.

Publiquesc esta Sentencia en d eBoletín 0fici81 del EatadoIt.

Dada en Madrid, a veintitrá de IIIlI:l'O de mil novecientos
ochenta y siete.-Francisco Tomú y Valiente.-Francisco Rubio
Uorente.-Luis Díez-Picazo t _!'o~ de Le6n.-Antonio Truyol
Serra.-EuJeDÍo Diaz EimiL-Mi¡uel Rodri¡ucz-PiJ1ero Y Bravo­
Ferrer.-Firmados y rubricadoL


